
Este Ministerio, a propuesta de da Dirección General de 
Tributos, de conformidad con lo establecido en el articulo a.0' 
de la Ley 152/1963, de 2 de diciembre y artículo 8:° del Decre­
to 2392/1972, de 18 de agosto, ha tenido a bien disponer:

Primero.—Uno. Con arreglo a las disposiciones reglamenta­
rias de cada tributo, a las especificas deT régimen que deriva 
de la Ley 152/1963, de 2 de diciembre, y al procedimiento seña­
lado por la Orden de este Ministerio de 27 de marzo de 19p5, 
se otorgan a «Islacapers, S. A.», ios siguientes beneficios fis­
cales:

A) Reducción del 95 por 100 de los derechos arancelarios e 
Impuesto General sobre el Tráfico de las Empresas que graven 
la importación de bienes de equipo y utillaje de primera ins­
talación, cuando no se fabriquen en España. Este beneficio se 
hace extensivo a los materiales y productos que, no producién­
dose en España, se importen para su incorporación en primera 
instalación, a bienes de equipo de producción nacional.

Dos. El beneficio fiscal a qué se refiere la letra A) se en­
tiende concedido por un periodo de cinco años a partir de la 
publicación de esta Orden en el «Boletín Oficial del Estado», No 
obstante, dicha reducción se aplicará en la siguiente forma:

1. El plazo de duración de cinco años se entenderá finaliza­
do el mismo día, que en su caso, se produzca la integración de 
España en las Comunidades Económicas Europeas, y

2. Dicho plazo se iniciará, cuando procediera, a partir del 
primer despacho provisional que conceda la Dirección General 
de Aduanas e Impuestos Especiales, de acuerdo con lo previs­
to en la Orden de 4 de marzo de 1976.

Segundo.—El incumplimiento de cualquiera de las obligacio­
nes que asume la Empresa beneficiarla dará lugar a la priva­
ción de los beneficios concedidos y al abono o reintegro, en Su 
oaso, de los impuestos bonificados.

Tercero.—Contra la presente Orden podrá interponerse re­
curso de reposición de acuerdo con lo previsto en el artículo 126 
de la Ley de Procedimiento Administrativo, ante el Ministerio 
de Hacienda en eT plazo de un mes contado a partir del día 
siguiente al de su publicación.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 26 de julio de 1982.—P. D., el Subsecretario de Hacien­

da, Arturo Romaní Biescas.

Ilmo. Sr. Subsecretario de Hacienda.

23691 ORDEN de 26 de julio de 1982 por la que se con­
ceden a doña Margarita Serra Pons, los beneficios 
fiscales que establece la Ley 152/1963, de 2 de 
diciembre, sobre industrias de interés preferente.

Ilmo. Sr.: Vista la Orden del Ministerio de Agricultura, Pes­
ca y Alimentación de 7 de julio -de 1982, por la que se declara 
comprendida en zona de preferente localización industrial agra­
ria de la provincia de Baleares, establecida en el Real- Decre­
to 3184/1978, de 1 de diciembre, por cumplir las condiciones 
exigidas en el mismo, a doña Margarita Serra Pons, para la 
modificación de su central hortofruticola en La Puebla (Balea­
res), incluyéndola en el grupo A) de la Orden de ese Minis­
terio de 5 de marzo de 1965,

Este Ministerio, a propuesta de la Dirección General de 
Tributos, de conformidad con lo establecido en el articulo 8.° de 
la Ley 152/1963, de 2 de diciembre y articulo 8.° del Decre­
to 2392/1972, de 18 de agosto, ha tenido a bien disponer:

Primero.—Uno. Con arreglo a las disposiciones reglamenta­
rias de cada tributo; a las especificas del régimen que deriva 
de la Ley 152/1963, de 2 de diciembre, y al procedimiento seña­
lado por la Orden de este Ministerio de 27 de marzo de 1965, 
se otorgan a doña Margarita Serra Pons los siguientes beneficios 
fiscales:

A) Reducción del 95 por 100 de la cuota de Licencia Fiscal 
del Impuesto Industrial durante el periodo de instalación.

B) Reducción del 95 por loo de los derechos arancelarios 
e Impuesto General sobre el Tráfico de las Empresas que gra­
ven la importación de bienes de equipo y utillaje de primera ins­
talación, cuando no se fabriquen en España. Este beneficio se 
hace extensivo a los materiales y productos que, no producién­
dose en España, se importen para su incorporación en primera 
instalación, a bienes de equipo de producción nacional.

Dos. El beneficio fiscal a que se refiere la letra B) se en­
tiende concedido por un periodo de cinco años a partir de la 
publicación de esta Orden en el «Boletín Oficia! del Estado». 
No obstante, dicha reducción se aplicará en la siguiente forma-

1. El plazo de duración de cinco años se entenderá finali­
zado ei mismo día que, en su caso, se produzca la integración, 
de España en las Comunidades Económicas Europeas, y

2. Dicho plazo se iniciará, cuando procediera a partir del 
primer despacho provisional que conceda la Dirección General 
de Aduanas e Impuestos Especiales, de acuerdo con lo pre­
visto en la Orden de 4 de marzo de 1976.

Segundo.—El incumplimiento de cualquiera de las obligacio­
nes que asume la Empresa beneficiaría dará lugar a la priva­
ción de los beneficios concedidos y al abono o reintegro, en su 
caso, de los impuestos bonificados.

Tercero.—Contra la presente Orden podrá interponerse íe- 
curso de reposición de acuerdo con lo previsto en el articulo 126 
de la Ley de Procedimiento Administrativo, ante el Ministerio 
de Hacienda en el plazo de un mes contado a partir del día 
siguiente al de su publicación.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 26 de julio de 1982.—P. D., el Subsecretario de Ha­

cienda, Arturo Romaní Biescas.

Ilmo. Sr. Subsecretario de Hacienda.

23692 ORDEN de 26 de julio de 1982 por la que se dispone 
la ejecución en sus propios términos de la senten­
cia dictada en 19 de septiembre de 1980 por la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo de la excelen­
tísima Audiencia Territorial de Zaragoza, confirma­
da en apelación por otra de la Sala Tercera del 
Tribunal Supremo en 12 de mayo de 1982, recaídas 
ambas en el recurso contencioso-administrativo nú­
mero 62/1980, interpuesto por la Compañía mer­
cantil «Energía e Industrias Aragonesas, S. A.»

Ilmo. Sr.: Visto el testimonio de la sentencia dictada en 19 de 
septiembre de 1980 por la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
de la excelentísima-Audiencia Territorial dé Zaragoza, confirma­
da en apelación por otra de la Sala Tercera deil Tribunal 
Supremo en 12 de mayo de 1982, recaídas ambas en el recurso 
contencioso-administrativo número 62 de 1980, interpuesto por 
la Compañía mercantil «Energía e Industrias Aragonesas, So­
ciedad Anónima», contra resolución del Tribunal Económico- 
Administrativo Central de 13 de diciembre de 1979, en relación 
con la Contribución Territorial Urbana;

Resultando que concurren en este caso las circunstancias pre­
vistas en el artículo 105 de la Ley de 27 de diciembre de 1958,

Este Ministerio ha tenido a bien disponer la ejecución en sus 
propios términos de la referida sentencia, cuya parte dispositiva 
es como sigue:

«Fallamos: Primero.—Estimamos el presenté recurso con­
tencioso-administrativo número sesenta y dos de mil novecientos 
ochenta, deducido en nombre y representación de "Energía e 
Industrias Aragonesas, S. A.”, contra resolución djal Tribunal 
Económico-Administrativo Central de trece de diciembre de mil 
novecientos setenta y nueve que confirmó la del Tribunal Pro­
vincial de Huesca en veintisiete de marzo de mil novecientos se­
tenta y seis que, a su vez, desestimó reclamación número trece 
de mil novecientos setenta y cinco, contra cuatro liquidaciones 
giradas con cargo a la Entidad actora por la Administración de 
Impuestos Inmobiliarios de la Delegación de Hacienda de aque­
lla capital por concepto de Contribución Territorial Urbana, 
relativas a las centrales hidroeléctricas de Eriste y Sesuó, 
acuerdos y liquidaciones que anulamos expresamente.

Seguido.—Ordenamos la devolución a la Empresa recurrente 
de las cantidades indebidamente ingresadas

Tercero.—No hacemos imposición de costas.»

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
, Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 26 de julio de 19B2.—P. D., el Subsecretario de 

Hacienda, Arturo Romaní Biescas.

Ilmo. Sr. Director general-de Tributos.

23693 ORDEN de 26 de julio de 1982 por la que se dispone 
la ejecución en sus propios términos de la sen­
tencia dictada en 27 de mayo de 1982 por la Sala 

de lo Contencioso-Adminislrativo de la excelentí­
sima Audiencia Territorial de Granada, recaída en 
el recurso contencioso-administrativo número 20 de 
1981, interpuesto por la Compañía mercantil «Banco 
General, S. A.».

Ilmo. Sr.: Visto el testimonio de la sentencia dictada en 27 de 
mayo de 1982 por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la 
excelentísima Audiencia Territorial de Granada, recaída en el 
recurso contencioso-administrativo número 20 de 1981, interpuesto 
por la Compañía mercantil «Banco General, S. A.», contra reso­
lución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 24 de 
abril de 1980, sobre débitos por Contribución Territorial Urbana;

Resultando que concurren en este caso la-, circunstancias pre­
vistas en el artículo 105 de la Ley do 27 de diciembre de 1956, 

Este Ministerio ha tenido a bien disponer la ejecución en sus 
propios términos de la referida sentencia, cuya parte dispositiva 
es como sigue:

«Fallamos: Que debemos desestimar y desestimamos el re­
curso interpuesto en estos autos por el Procurador don Fabio


